DESC DE LAS MUJERES EN COLOMBIA

La discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos
 y del respeto de la dignidad humana, dificulta la participación de la mujer, 
en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país,  
constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia 
y entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer 
para prestar servicio a su país y a la humanidad
.
 SEGUIMIENTO A LAS RECOMENDACIONES DEL CDESC

En 2001 el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC), manifestó su preocupación al constatar que “la igualdad de género se  ha estancado, e incluso deteriorado desde 1997, y ha expuesto a las mujeres al empobrecimiento general del país”
. En el período 2001-2008 son escasos los avances que se pueden encontrar en las políticas públicas para superar las discriminaciones estructurales que enfrentan las mujeres e impiden el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos y de los derechos sociales.
En su V Informe al CDESC, el Gobierno colombiano no proporciona datos claros y precisos sobre los avances y retrocesos en materia de la situación de las mujeres frente a DESC. La información suministrada se limita a describir una serie de programas fragmentados y focalizados, que no permite verificar el goce efectivo de estos derechos por parte de las mujeres.   El presente documento pretende dar cuenta de algunas de las situaciones más preocupantes en torno a las violencias contra las mujeres, muchas de ellas naturalizadas e invisibilizadas en los informes oficiales y en la vida cotidiana del país.  
SITUACIÓN DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS
· Impactos del conflicto armado interno en las mujeres

En V Informe gubernamental al CDESC, se desconoce la persistencia del conflicto armado en el país, el cual no obstante, tiene una repercusión particular para la vida de las mujeres, quienes son víctimas directas e indirectas del mismo.   De acuerdo con las cifras de la Comisión Colombiana de Juristas (CCJ), entre julio de 2006 y junio de 2007, se registró la muerte o desaparición de 127 mujeres a causa de la violencia en el contexto del conflicto armado interno. De ellas, 98 fueron asesinadas o desaparecidas por fuera de combate (en la calle, en su casa o en el lugar de trabajo). Con relación a los registros de las violaciones a los derechos humanos y al derecho humanitario, se tiene que el 78% (39 víctimas de 50) se atribuye a la responsabilidad del Estado: por perpetración directa de agentes estatales el 44% (22 víctimas de 39), y por omisión, tolerancia, o apoyo a los grupos paramilitares el 34% (17 víctimas de 50). A las guerrillas se les atribuyó la autoría del 22% de los casos (11 víctimas de 50)
.  Así mismo, durante 2007, 145 mujeres sindicalistas fueron víctimas de la violencia homicida por su condición de liderezas en los sectores de la educación y la salud
.

La violencia sexual contra las mujeres es utilizada como arma de guerra y estrategia para deshonrar al enemigo. Según la Dirección Nacional de Fiscalías, durante los últimos cuatro años se reportaron 127 casos de violencia sexual; en la mayoría de ellos, los agresores fueron identificados como miembros de grupos armados legales o ilegales. Sin embargo, estas cifras no reflejan la totalidad del fenómeno, en tanto algunas no los denuncian por temor a represalias en su contra o de su familia
.  
En el Informe Promoción y Monitoreo de los Derechos Sexuales y reproductivos de Mujeres Víctimas de Desplazamiento Forzado con Énfasis en Violencias Intrafamiliar y Sexual la Defensoría Nacional del Pueblo,  afirmó que el 15,8% de las mujeres en condición de desplazamiento encuestadas para el estudio, dijo haber sufrido violencia sexual (desde golpes hasta violaciones), antes o después de su desplazamiento forzado
.   Sumada a esa violencia, las mujeres deben lidiar con las consecuencias atroces que estos actos conllevan: enfermedades de transmisión sexual, lesiones y traumas del aparato reproductivo, enfermedades en el sistema urinario y, en la mayoría de los casos, embarazos no deseados y/o médicamente descuidados
.
Con una altísima frecuencia, la violencia sexual perpetrada por los actores armados contra las mujeres queda en la impunidad.  Por ejemplo, durante el proceso de implementación de la Ley de Justicia y Paz, normativa que regula el proceso de desmovilización de miembros de grupos paramilitares,  no se han realizado esfuerzos suficientes para hacer visible el delito de violencia sexual cometida contra las mujeres, jóvenes y niñas. De las 80.000 denuncias recibidas por los fiscales que investigan a los paramilitares, apenas figuran 625 casos de mujeres de diferentes zonas del país que sufrieron ataques sexuales por parte de integrantes de estos grupos
.  Lo anterior se agrava en la medida que el acceso a la justicia tiene limitaciones para las mujeres, tales como el traslado de la carga de la prueba a ellas en los procesos contra actores armados.

· Violencias contra las mujeres  

La violencia contra las mujeres en Colombia ha pasado de ser un hecho oculto y mayormente silenciado, al debate público como un problema de dramáticas dimensiones que desafía a todos los sectores sociales.  Según el Instituto Nacional de Medicina Legal (INML), durante el año 2007 se evaluaron 77.745 víctimas por violencia intrafamiliar. Del total de los eventos, el mayor porcentaje correspondió a casos de violencia de pareja (46.615 casos), seguido por la violencia entre otros familiares (17.510). Para el año 2007, los Años de Vida Saludable Perdidos (AVISA) por violencia intrafamiliar ascendieron a 89.025.

En cuanto a la violencia física conyugal, la Encuesta Nacional de Demografía y Salud (ENDS) del 2005, encontró que el 39% de las mujeres alguna vez casadas o unidas reportaron haber sufrido agresiones físicas por parte del esposo o compañero.  Este resultado representa una disminución de solamente dos puntos porcentuales comparado con lo reportado en la ENDS del 2000, en la que además se estableció que el 85.4% de las mujeres violentadas tuvo alguna lesión como consecuencia de la agresión. Llama la atención que el 76 % de las mujeres maltratadas físicamente no haya acudido a las instancias pertinentes a denunciar la agresión
.  

En cuanto a la violencia sexual, las mujeres son las más afectadas, particularmente las más jóvenes. El mayor porcentaje de casos se registró en las mujeres con el 84%, el lugar en el que se presenta con mayor frecuencia esta clase de violencia en la vivienda con el 66% del total. El número de dictámenes sexológicos en menores de edad fue de 15.353 (85.7%), siendo las niñas de 10 a 14 años (35.3%) las más afectadas y en los niños el grupo que presentó el mayor porcentaje fue el de  5 a los 9 años (41.3%) . 

Esas evidencias demuestras que aún persiste "la naturalización" de la violencia hacia las mujeres, es decir, la normalidad con que se concibe este tipo de agresiones. Ello demuestra la permanencia en nuestra cultura de una normativa propia del orden patriarcal, en donde se ejerce sobre las mujeres un control sobre su sexualidad y reproducción, su expresión erótica, su maternidad, su acceso al trabajo y al mundo público, su participación y sobre sus condiciones de vida en general.

El reconocimiento y el tratamiento de las violencias que se ejercen contra las mujeres, tanto en los espacios públicos como privados, producto de relaciones de poder desigual en razón del sexo o de la edad, han adquirido relevancia debido a la fuerte presión ejercida por los grupos de mujeres y  feministas. Se ha logrado hacer público un asunto que por mucho tiempo se mantuvo y reprodujo en lo privado. Hasta ahora diversos actores y actoras políticas, el movimiento de mujeres y otros sectores sociales se han dado a la tarea de convertir las intenciones en acciones concretas y así contribuir a que se logren las transformaciones políticas, jurídicas, sociales y culturales necesarias para contrarrestar las causas estructurales de la violencias contra las mujeres, niños y niñas en la esfera familiar.

· El Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)

Este Protocolo, incorporado a la legislación colombiana mediante la Ley 984 de 2005, ha sido un paso importante para el cumplimiento parcial de una de las recomendaciones de la Relatora Especial sobre Violencia contra la Mujer.  No obstante, el Gobierno colombiano, ejerciendo la facultad establecida en su artículo 10, no reconoce la competencia del Comité de verificación de este tratado
, lo cual impide que frente a las violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos de las mujeres, el Estado colombiano sea sometido a una investigación por parte de este órgano, y evita que sea destinatario de recomendaciones concretas derivadas de la respectiva investigación.

Adicionalmente, realizó declaraciones interpretativas
 de su artículo 51
, al señalar que las medidas provisionales referidas en el artículo excluyen aquellas que impliquen la efectividad inmediata de los DESC, “los cuales se aplicarán de acuerdo con la naturaleza progresiva de estos derechos”. Esto desconoce que hay obligaciones de inmediato cumplimiento en materia de DESC, y limita el derecho  a la reparación integral de las víctimas, dado que la integralidad incluye, por supuesto, compromisos en esta materia.

En todo caso, el establecimiento de esas restricciones a la aplicación del Protocolo, si bien denota por parte del Gobierno colombiano una intención de restringir sus responsabilidades frente a la población femenina, en ninguna medida logra limitar sus obligaciones de prevención, investigación, sanción y reparación a las mujeres víctimas de violencia.

· Participación política

En Colombia no se ha alcanzado una representatividad paritaria entre mujeres y hombres en los cargos de elección popular; además, el porcentaje de mujeres que acceden a dichos cargos se ha estancado, y no ha superando el 12% en la última década
.  En octubre de 2005 se firmó con los partidos políticos, el “Pacto para una inclusión efectiva de las mujeres en la política”. Con este se suscribía el compromiso de destinar “un porcentaje significativo de cupos para las mujeres en listas que se presenten a elecciones y en los cargos directivos del partido o movimiento político”. Al evaluar los resultados de las elecciones de marzo de 2006 se puede constatar que sólo un partido
 cumplió con el pacto al incluir en sus listas un 43% de candidatas
.

En las últimas elecciones de autoridades municipales para el periodo 2004-2007, de los 1.098 municipios que tiene el país, en sólo nueve de ellos se obtuvo paridad, 73 alcanzaron entre el 30% y 49% de representación femenina, y en 184 municipios las mujeres sólo obtuvieron entre el 1% y el 9% de los cargos. Más de la mitad de los municipios del país (758) nunca han elegido a una mujer como alcaldesa; de las 32 ciudades capitales departamentales sólo ocho han tenido a una mujer en ese cargo
. A nivel departamental, desde 1991, año en que se instauró la elección popular para las gobernaciones, sólo 7 mujeres se han desempeñado en el cargo de Gobernadora.

En las elecciones realizadas en el año 2006 para el Congreso, el Senado quedó integrado por 12 mujeres, que representan el 12% de ese órgano, mientras que para la Cámara de Representantes sólo fueron elegidas 14 mujeres, un 8.5% del total. El asunto radica en que quienes se postulan no son elegidas; en las últimas elecciones a Senado, había 162 candidatas y sólo fueron elegidas un 7,4% de ellas. 22 de los 32 departamentos, no tienen una representante mujer en la Cámara
.

Las cuotas de participación para los cargos de la administración pública en el país están reglamentadas por la Ley 581 del 2000, esta estipula que los cargos de alto nivel decisorio por lo menos en un 30% deben ser desempeñados por mujeres. Según la Procuraduría General de la Nación, a seis años de vigencia de la ley, alrededor de 35 entidades públicas, incumplieron con este mandato legal
. 

En las organizaciones sociales, la situación no es diferente.  En el Norte del Cauca, donde hay una cantidad representativa de población indígena, en los 16 cabildos indígenas sólo hay dos con mujeres gobernadoras y cinco suplentes. En la delegación del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC) no hay ninguna mujer consejera, y en la Asociación de Cabildos del Norte del Cauca sólo hay una mujer entre los siete integrantes. De los 708 gobernadores indígenas registrados en el Ministerio del Interior en el 2003, 91 correspondían a mujeres, esto es 12.85%
.

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES DE LAS MUJERES

· Pobreza: afectación particular de las mujeres

Según los datos del censo de 2005, el 51% de la población del país son mujeres y el 49% hombres. La cifra de crecimiento económico, cercana a un promedio del 5% en los últimos años,  no se ha traducido en la reducción de la pobreza, por el contrario, ésta se ha profundizado. Para 2005, el 60% de la población colombiana vivía en condiciones de pobreza, de estos hogares el 26.6% tenían jefatura femenina. Para el mismo año, el 25 % de la población colombiana se encontraba en situación de indigencia (carencia absoluta de recursos para acceder a alimentación básica diaria), de estos hogares, el 31 % tenían jefatura femenina
.  En Colombia, la incidencia de la pobreza en las mujeres pasó de 75.5% a 78.1% entre 2000 y 2004, de la misma manera, la incidencia de la indigencia se incrementó de 41.3% a 43.6% durante este lapso de tiempo
.  

De otro lado, Colombia es uno de los países en los que hay una mayor concentración de la propiedad de la tierra, como lo muestra el coeficiente de Gini de tierra, con un valor superior al 0.83, inequidad que se ha visto favorecida por la persistencia del conflicto armado y  con afectación particular en las mujeres
.  Algunos estudios adelantados al respecto, señalan que los avances legislativos en torno a los derechos de las mujeres a la propiedad de la tierra se ven restringidos por el escaso grado de implementación de la reforma agraria y por las desigualdades de las mujeres rurales, que se traducen en la valoración social del trabajo que realizan, el limitado acceso a la educación, capacitación técnica y seguridad social. A esto se suman las barreras que existen para la participación e incidencia por parte de las mujeres rurales en los espacios de decisión
. 

· Derecho al trabajo (artículos 6 y 7 del PIDESC)
Las Mujeres hoy trabajan más y son más pobres:
Durante las últimas décadas se han dado cambios sustanciales en las condiciones bajo las cuales las mujeres acceden al mercado laboral. Sin embargo, los imaginarios sociales, las construcciones culturales e históricas, y los arreglos políticos y económicos todavía constituyen un obstáculo para que las mujeres ya no se encuentren expuestas a la inequidad y la  desigualdad en este ámbito.  

Según las cifras de la Gran Encuesta Integrada de Hogares del DANE, para el trimestre de marzo a mayo del 2008
, el 53,2% de la Población en Edad de Trabajar (PET)
, estaba conformado por mujeres, mientras que 46,8% por hombres; Esta tendencia se revierte con la Población Económicamente Activa (PEA)
, compuesta 57.3% por hombres y 42.7% por mujeres, mientras que en la Población Económicamente Inactiva (PEI)
, el 68% eran mujeres y  32% hombres. Si se hace una descomposición por sexo de la PEI se encuentra que: de quienes están estudiando, el 59.9% eran hombres mientras que el 29.8% eran mujeres; de quienes realizan oficios del hogar el 61.4% eran mujeres y el 10.9% hombres; y quienes se dedican a otras actividades (incapacitados/as permanentes para trabajar, rentistas, pensionados /as ó jubilados/as y personas que no les llama la atención o creen que no vale la pena trabajar) el 29.2% eran mujeres y el 8.8% hombres.

El Comité está preocupado porque el salario mínimo no es suficiente para asegurar un estándar de vida adecuado para los trabajadores y sus familias. El Comité también está preocupado porque todavía hay disparidad entre hombres y mujeres, particularmente en el sector comercial y que, según la Oficina Presidencial para la Equidad de la Mujer, los salarios para las mujeres en general son 25% más bajos que para los hombres
.
La diferencia de ingresos por concepto de salarios entre mujeres y hombres aún persiste.  Según el DANE “la brecha salarial más grande entre el salario masculino y el femenino se presenta en los grupos de empleados prestadores de servicios, profesionales, técnicos, directivos y comerciantes; grupos en los cuales el salario de los hombres es en promedio un 30% más alto que el salario de las mujeres
.”

Otro tipo de información sobre las diferencias de la situación en materia laboral entre mujeres y hombres, evidencia las características de la inserción laboral femenina. Según la Gran Encuesta Integrada de Hogares para el trimestre de marzo a mayo del 2008
, la Tasa de Ocupación
 (TO) femenina era de 40,5%, mientras que la masculina era de  65,5%, lo que refleja la diferencia de oportunidades de empleo para mujeres y hombres que se generan en el país. Así mismo, la Tasa de Desempleo
 (TD) impacta en mayor medida a las mujeres; en el periodo señalado ésta fue de 14%, mientras que la masculina fue del 8,7%. 

Por su parte, la reforma laboral realizada en la Ley 789 de 2002, que amplía la jornada ordinaria y reduce el pago dominical en un 35%, ha causado que las mujeres ingresen a la informalidad para tratar de compensar la pérdida en su poder adquisitivo; sus jornadas se extienden hasta 16 horas al día, y se ven obligadas a reducir gastos en educación, salud y vivienda. “Las mujeres colombianas hoy trabajan más y son más pobres”
.
Sobre las Madres Comunitarias
En torno a las recomendaciones del Comité sobre el tema, no se ha avanzado: las Madres comunitarias aún siguen devengando menos de un salario mínimo y no son reconocidas como trabajadoras. 

En 2001, el CDESC reiteró su Recomendación de 1995 en el sentido de instar al Estado colombiano para que el estatus de trabajadoras de las madres comunitarias sea regulado, y para que éstas tengan derecho a un salario mínimo
.
El argumento del Gobierno para no cumplir ha sido que  el programa de madres comunitarias funciona como un “modelo de corresponsabilidad social que busca la participación de la comunidad en la crianza y desarrollo de los menores”
. Tal planteamiento del gobierno, va en detrimento de la valoración social del trabajo ejercido por las madres comunitarias y traslada una responsabilidad del Estado de brindar los servicios de cuidado de la infancia hacia estas mujeres.  Lo anterior, aún cuando las tareas realizadas por las mujeres son de suma responsabilidad: “en sus labores diarias, al cuidado de grupos de niños que pueden llegar a los 14, las 78.573 madres comunitarias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deben encargarse del cambio de pañales, la elaboración de las tres raciones diarias de alimentos que les dan a los pequeños y de velar por su bienestar e integridad”
. 

A pesar de las recomendaciones que el Comité del PIDESC hizo al Estado Colombiano  -1995 y 2001- en relación con la situación de discriminación contra las mujeres y la situación laboral de las madres comunitarias, el gobierno y la institución responsable, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- no han diseñado e implementado políticas dirigidas a atacar el problema y garantizar los derechos laborales de las 78.573 mujeres
. 

Si bien se ha avanzado en el aumento de la bonificación de las madres comunitarias, producto de procesos de movilización de estas mujeres y sus agremiaciones, esta se mantiene inferior al salario mínimo legal.  
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	2002
	143.130
	119.340
	109.956
	 

	2003
	153.270
	127.530
	117.468
	7.1%

	2004
	161.070
	133.770
	123.348
	5.1%

	2005
	168.480
	139.620
	128.904
	4.6%

	2006
	185.250
	153.660
	141.792
	10.0%

	2007
	200.070
	166.140
	153.132
	10.0%

	2008
	300.300
	214.110
	184.596
	50.1%


Fuente: Documento ICBF. Hogares Comunitarios de Bienestar, 20 años 
construyendo amor. Bogotá, abril 14 de 2008

Como se puede observar en este cuadro, el trabajo de la madre comunitaria es valorado muy por debajo del salario mínimo, cuando su dedicación al cuidado de los niños y niñas requiere de alta responsabilidad, en unas jornadas laborales de más de 8 horas diarias. 

Algunas de las razones que alega el Instituto Colombiano de Bienestar familiar (ICBF) para no reconocer los derechos laborales de las madres comunitarias están relacionadas con el tipo de vinculación que tienen estas mujeres a los programas: “la vinculación de las madres comunitarias, así como las demás personas y organismos de la comunidad que participen en el programa de Hogares de Bienestar mediante su trabajo solidario, constituye contribución voluntaria, por cuanto su obligación de asistir y proteger a los niños, corresponde a los miembros de la sociedad y la familia
”. 

Se dice adicionalmente que el ICBF tiene un gran déficit presupuestal por lo cual reconocer las obligaciones laborales con las madres comunitarias “podrían alterar y afectar gravemente el fisco nacional”
. Esta crisis económica está ligada al achicamiento de la fuente principal de recursos del ICBF: los aportes parafiscales
. Por un lado, la evasión de las empresas en el pago de estos aportes y, por otro, la reforma laboral que impulsó el actual gobierno y que motivó a los empresarios a generar empleo sin que tengan que pagar los parafiscales. El resultado: menos recursos para inversión social. El incremento del presupuesto del ICBF fue en el año 2003 de menos del 7%, el del 2008 del 16%, similar al del año 2007. Las consecuencias directas del déficit presupuestal han sido: la baja bonificación pagada a las madres comunitarias en contradicción con los estándares que mandan los derechos laborales, como ya se detalló; el cierre de hogares comunitarios, la disminución de la cobertura de los programas de atención a la infancia y la permanencia de deficientes condiciones para la nutrición, el cuidado de los niños y niñas y el trabajo pedagógico. 

En relación con el cierre de hogares comunitarios
, en el año 2003 había 43.444 hogares tradicionales de tiempo completo y 17.732 de medio tiempo. Para el año 2004, los primeros se redujeron a 42.905 y los segundos a 17.601. El cierre de 670 hogares en un año implicó una disminución en cobertura de 8.710 niños y niñas que ya no son atendidos en esta modalidad
. 

En relación con el derecho de la seguridad social para las madres comunitarias los avances son precarios. Según información del ICBF, las madres comunitarias y jardineras presentan el siguiente cuadro de acceso a los beneficios del Sistema de Seguridad Social en salud: De las cerca de 78 mil mujeres madres comunitarias, 26.000 se encuentran afiliadas al Régimen Especial de Seguridad Social; 9.440 se encuentran afiliadas al Régimen Contributivo; 37.000 se encuentran afiliadas al Régimen Subsidiado y 14.187 no están afiliadas a ninguno de los regímenes anteriores. En relación al Sistema de Seguridad Social en Pensión, solamente 6.385 madres comunitarias están afiliadas al régimen de pensiones. 

Si bien es cierto que, producto de la movilización del movimiento social de madres comunitarias, se ha avanzado en la conquista y reivindicación de algunos derechos, por ejemplo a la seguridad social en salud para ellas y su núcleo familiar, Ley 509 de 1999, modificada por la Ley 1023 de 2006, poco o nada ha logrado en materia del reconocimiento por parte del Estado y las instituciones públicas responsables de los derechos laborales de las madres comunitarias y  de otros derechos como la vivienda y la educación de las mujeres vinculadas a estos programas.  

Lo que tenemos hoy, como logros desde la perspectiva del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, es una política de subsidios (Fondo de Solidaridad  Pensional, Fondo de Ahorro y Vivienda, Programas de alfabetización), que en todo caso no son suficientes para que las mujeres, niños y niñas vivan en condiciones dignas y  se remuevan las causas de la discriminación por razones de género. Se trata más bien de políticas focalizadas con que el Estado y el gobierno actual pretenden simular su ineficacia y desinterés en materia de inversión social y de satisfacción de los derechos consagrados en el PIDESC y en la Constitución Política. 

La “nueva política social” del actual gobierno se caracteriza por una serie de subsidios dirigidos a diferentes grupos de población en situación de pobreza o pobreza extrema. Con esta política el gobierno pretende reducir la pobreza de 46% a 39% entre 2006 y 2010, sin alterar las causas que origina la exclusión socio-económica, recurriendo apenas a soluciones paliativas. 
Estas políticas de subsidios focalizados y condicionados están centradas en la familia como eje de intervención. Se expresan en programas de corte asistencialista como Familias en Acción, Familias Guardabosques, banca de las oportunidades, programas de empleo y generación  de ingresos, de vivienda y salud para  las mujeres en situación de desplazamiento, entre otros, que forman parte integral de la política de la seguridad democrática del gobierno de Uribe Vélez,  y se articulan dentro de la estrategia denominada Red de Protección Social para la superación de la pobreza extrema – JUNTOS-. 
En esta lógica es en la que el ICBF concibe los programas sociales para las madres comunitarias: estimular el ahorro para compra o mejoramiento de vivienda a través del Fondo Nacional del Ahorro
, acceso al Fondo de Solidaridad para subsidiar los aportes al Régimen General de Pensiones, y acceso al subsidio de la subcuenta de Subsistencia, cuando no cumplan con los requisitos para acceder al Fondo de Solidaridad Pensional.

Estas políticas de subsidios van en contravía de derechos económicos y sociales, de los principios de  universalización de la salud, de la pensión y del empleo.  Profundizan la pobreza, la exclusión y la discriminación, con  efectos desproporcionados en las mujeres, pues con estos programas no se soluciona los problemas que tienen las mujeres al asumir las cargas del cuidado al interior de las familias, en razón que los programas no reconocen a las mujeres como titulares de derechos ni su exigencia de llevar una vida libre de violencias.
Enfoque de asistencia y/o de protección refuerza el estereotipo que considera a las mujeres como población “vulnerable”, debilitando su derecho para decidir autónomamente, y desde este punto de vista, ninguno de los programas asistencialistas que se dirigen a ellas son aceptables ni adecuados. Tampoco permiten la democratización de la familia, re-naturalizan y exacerban el rol social que la cultura patriarcal le ha asignado a las mujeres. 
En el caso de Familias en Acción, el programa hace que las mujeres sean responsables de lo que sucede al interior de las familias como “Cuidadoras Esenciales” y no permite avanzar en un enfoque de políticas basadas en los derechos de las mujeres, reconocidos ampliamente en los tratados internacionales. Aparentemente facilita la asistencia de los hijos e hijas para su escolarización y alimentación, pero en la medida en que no se combina el programa con políticas de productividad y generación de empleo para los hogares, se convierten en políticas transitorias, sin el impacto que se busca dentro de los criterios de desarrollo humano sostenible. 
El proceso de la formulación de las políticas ha prescindido de la participación de las mujeres como actoras sociales. La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer  ha promovido una especie de “participación” en sus programas sin una agenda propia de las mujeres y sin la posibilidad de incidir en el diseño y evaluación de los mismos; la concepción y la forma en que se implementan los programas no tienen un enfoque de derechos ni responden a las necesidades estratégicas de las mujeres. La Consejería no ha hecho seguimiento a temas claves como la reforma laboral, la reforma política, la ley de “justicia y paz”, la ley de víctimas, la negociación del TLC con Estados Unidos, etc. Para, por lo menos, dimensionar los impactos que estas iniciativas legislativas han tenido y/o tendrán en los derechos de las mujeres. 
· Derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental (artículo 12 del PIDESC)

Salud, derechos sexuales y reproductivos:
Según la información de la última Encuesta Nacional de Demografía y Salud (ENDS)
, las adolescentes presentaron una tasa de 90 nacimientos por mil mujeres. Con relación al año 2000, la fecundidad adolescente en la zona urbana presentó un incremento de 71 a 79 nacimientos por mil, en tanto que en la zona rural se redujo levemente de 134 a 128 nacimientos por mil mujeres
. Así mismo, se encontró que una de cada cinco mujeres de 15 a 19 años ha estado alguna vez embarazada, 16% ya son madres y 4% está esperando su primer hijo. Estos indicadores no son muy diferentes a los calculados para el año 2000.  Por otra parte, según cifras del DANE, la tasa de mortalidad por cáncer de seno aumentó de un 7.2 a un 8.58 entre 2000 y 2005, y la tasa de mortalidad por cáncer de útero presentó una disminución poco significativa pasando de 10.05 a 9.7.

La Encuesta Nacional de Situación Nutricional ENSIN de 2005, reveló que el 19% de las madres gestantes presentaron bajo peso; el 16.1% de las mujeres entre los 13 y los 49 años presentó falta de hierro; el 32% tenía anemia, con una relevancia significativa de las mujeres de la Costa Atlántica, quienes la tenían en un 56.9%. De las madres gestantes entre 13 y 49 años, el 41.1% presentó deficiencia de hierro y el 44.7% anemia. Las mujeres del nivel 1 del SISBEN
 padecían de esta enfermedad en una proporción significativa respecto a los demás grupos, con 37.8% frente a 22.1% de las de SISBEN 4, 5 y 6. 

· Derecho a la educación (artículos 13 y 14 del PIDESC)

En el sistema de educativo persisten patrones culturales sexistas, discriminatorios que no son analizados ni evaluados por los diferentes entes partícipes de los procesos educativos. No existen sistemas adecuados de seguimiento y evaluación en especial sobre la calidad y la equidad con perspectiva de género
.  En educación superior, a pesar de los logros obtenidos por las mujeres, el acceso a programas doctorales sigue siendo altamente inequitativo. Según el Observatorio Colombiano para la Ciencia y la Tecnología, en el 2004 había 4.780 investigadoras y 7.971 investigadores. En los últimos años, la participación de las mujer en el número de graduados/as en estudios de doctorado, ha superado el 30 por ciento"
. Así mismo, a pesar de que las mujeres están presentes en casi el 90% de los grupos de investigación, en un porcentaje representativo sólo participan como auxiliares de investigación
.
CONCLUSIONES
Tal como se señaló, se observa un retroceso en materia de garantía integral de derechos, lo cual es agravado por el impacto que en la vida de las mujeres tiene el conflicto armado. La desprotección estatal hacia las mujeres y la existencia de desigualdades alarmantes en la población femenina según su edad, condición socioeconómica, etnia y orientación sexual, constituyen un obstáculo para el goce pleno de los DESC. Las obligaciones contraídas por el Estado en el PIDESC y las recomendaciones hechas por el Comité no son prioridad en las políticas públicas gubernamentales.
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